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AMICUS CURIAE
REVISTA ELECTRÓNICA DE LA FACULTAD DE DERECHO

Andrés Acosta Padilla

Resumen: 

El orbe transita la década de acción, ya que el 
año 2030 es el término para la consecución de la 
Agenda para el Desarrollo Sostenible de las Na-
ciones Unidas, hito que exige la concurrencia de 
los todos los sectores, entre ellos el sector produc-
tivo. Este último en la realización de sus activida-
des comerciales genera externalidades negativas, 
por ejemplo, contaminación al medio ambiente, 
es por ello que en el mercado financiero existe la 
tendencia de conocer la información sobre soste-
nibilidad de las empresas que acuden por finan-
ciamiento. 

Palabras clave: Derecho Humano al Desarro-
llo, Desarrollo Sostenible, Responsabilidad Empre-
sarial.

DEL DERECHO HUMANO 
AL DESARROLLO A LA 
RESPONSABILIDAD 
EMPRESARIAL

Derecho Humano al Desarrollo

El concepto de desarrollo está asociado princi-
palmente a la ciencia económica en donde se le 
define como el crecimiento con variación del perfil 
productivo de la economía de un país o región. Es 
una modificación cualitativa, a diferencia del creci-
miento que consiste en una variación cuantitativa.  
Sin embargo, es innegable que los beneficios tras-
cienden dicha disciplina y se ven materializados 
en cada uno de los aspectos de la vida diaria. 

A través de la historia y desde la ciencia social se 
ha vislumbrado este concepto de manera distinta, 
como el simple aumento del individuo al acceso a 
bienes y servicios, pero también como el proceso 
de ampliación de las capacidades personales.  
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supone como elemento sine qua non el acceso a 
derechos vinculantes en el derecho internacional, 
por ejemplo, aquellos derechos reconocidos en la 
Carta de las Naciones Unidas.  

Desarrollo Sostenible

La amplitud conceptual del derecho humano 
al desarrollo desembocó en acciones de bajo im-
pacto, por lo que se han adoptado nuevos com-
promisos con el fin de llevar los beneficios de este 
derecho alrededor del orbe, el último de ellos es la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, misma 
que contempla 17 objetivos y 169 metas en las tres 
dimensiones del desarrollo sostenible; económica, 
social y ambiental. Esta agenda planteada en 2015 
tiene un plazo de cumplimiento de 15 años.  

De manera general los objetivos de la Agenda 
son: 1. Fin de la pobreza, 2. Hambre cero, 3. Salud y 
bienestar, 4. Educación de calidad, 5. Igualdad de 
género, 6. Agua limpia y saneamiento, 7. Energía 
asequible y no contaminante, 8. Trabajo decente 
y crecimiento económico, 9. Industria, innovación 
e infraestructura, 10. Reducción de las desigual-
dades, 11. Ciudades y comunidades sostenibles, 12. 
Producción y consumo responsables, 13. Acción 
por el clima, 14. Vida submarina, 15. Vida de eco-
sistemas terrestres, 16. Paz, justicia e instituciones 
sólidas y 17. Alianzas para lograr los objetivos.  

Este esfuerzo internacional tiene la particulari-
dad de que no sólo se habla del desarrollo, sino 
que se habla también del concepto de “sosteni-
bilidad”, adjetivo que predomina en materia am-
biental y significa la continuidad en el tiempo de 
cualquier actividad sin agotar los recursos o causar 
grave daño al medio ambiente.  Es decir, se busca 
solventar las necesidades de la sociedad actual sin 
comprometer la suficiencia de recursos para las 
generaciones futuras.  

Establecidos los objetivos, la concurrencia de 
los sectores público, privado y social resulta funda-
mental para su materialización, ya que si bien es 
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Lo anterior se reflejó principalmente en dos de-
claraciones del siglo XX, la primera de ellas la De-
claración de Filadelfia de 1944 de la Organización 
Internacional del Trabajo en donde su artículo II 
afirma que todos los seres humanos, sin distinción 
de raza, credo o sexo tienen derecho a perseguir 
su bienestar material y su desarrollo espiritual en 
condiciones de libertad y dignidad, de seguridad 
económica y en igualdad de oportunidades. 

La segunda es la Declaración sobre el Derecho 
al Desarrollo adoptada por la Asamblea General 
de la Organización de las Naciones Unidas en su 
resolución 41/128 de diciembre de 1986, en donde 
su artículo primero expresa que el derecho al de-
sarrollo es un derecho humano inalienable en vir-
tud del cual todo ser humano y todos los pueblos 
están facultados para participar en un desarrollo 
económico, social, cultural y político en el que 
puedan realizarse plenamente todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales, a contribuir 
a ese desarrollo y a disfrutar de él.

Queda claro que estamos ante un derecho lla-
ve, pues el acceso al desarrollo implica un entorno 
en donde se goce de todos los demás derechos, 
entre ellos; salud, trabajo, vivienda, seguridad y 
educación. 

Pese a los beneficios naturales de este derecho, 
debemos apuntar que se trata de un derecho de 
difícil garantía pues supone obligaciones a cargo 
del Estado, mismas que traen aparejados costos 
económicos. Recordemos las ideas de Stephen 
Holmes y Cass R. Sunstein en donde incluso los 
derechos humanos de primera generación relati-
vos a los derechos civiles y políticos conllevan un 
gasto, por ejemplo, el ejercicio del derecho a votar 
y ser votado requiere la organización de los comi-
cios, investigación de delitos e impartición de jus-
ticia en la materia. 

Ahora bien, existe controversia en tanto que 
este derecho humano no es vinculante, no obs-
tante, debemos recordar que el ejercicio de este 
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2021– la creación del International Sustainability 
Standards Board  con miras a que este último se 
convierta en el organismo mundial de normaliza-
ción de la información sobre sostenibilidad para 
los mercados financieros. 

Actualmente el Proyecto de Norma “Requeri-
mientos Generales para la Información a Revelar 
sobre la Sostenibilidad Relacionada con la Infor-
mación Financiera” está en proceso de emisión y 
constituirá la base sobre la que se diseñarán nor-
mas más específicas. IFRS Foundation ejemplifica 
el tipo de información que se requerirá de la si-
guiente manera: “Una empresa de bebidas podría 
necesitar revelar el riesgo del uso del agua, espe-
cialmente en zonas identificadas como de alto es-
trés hídrico. También podría analizar los efectos en 
las comunidades cercanas a las operaciones de la 
empresa, lo que podría conllevar riesgos de daños 
a la reputación y pérdida de clientes, o la imposi-
ción de impuestos o límites al uso del recurso.” 

Para vislumbrar la importancia de este tipo de 
normas basta recordar las palabras del físico britá-
nico William Thomson Kelvin: “Lo que no se define 
no se puede medir. Lo que no se mide, no se pue-
de mejorar. Lo que no se mejora, se degrada siem-
pre”. Asimismo, es fundamental que, ante la impa-
rable integración social y económica del orbe, la 
información base para las inversiones sea diseña-
da bajo parámetros estandarizados, pues de esa 
manera se evitará la presencia de externalidades 
negativas como la falta o asimetría de información 
y se le dará certeza al inversor sea cual sea su ubi-
cación geográfica. 

En América Latina existe el distintivo Empresa 
Socialmente Responsable para todo tipo de em-
presas privadas desde micro hasta grandes. Este 
distintivo diagnostica los siguientes ámbitos: ges-
tión de la responsabilidad social empresarial, ca-
lidad de vida en la empresa, ética empresarial, 
vinculación de la empresa con la comunidad, cui-
dado y preservación del medio ambiente, y en al-
gunos casos, promoción ética y consumo respon-
sable. 
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cierto los derechos humanos se caracterizan por 
su indivisibilidad, no menos resulta cierto que en 
la asignación de los limitados recursos públicos se 
decide qué derecho se garantiza de mejor mane-
ra. 

Responsabilidad Empresarial 

Por lo que hace al sector productivo son múl-
tiples las acciones que coadyuvan a esta agenda, 
en este punto es importante reconocer la teoría 
del Stakeholder Capitalism de Klaus Schwab, en la 
cual se busca la creación de valor de largo plazo, 
teniendo en cuenta las necesidades de todas las 
partes interesadas y de la sociedad.  

Lo anterior, reconociendo que la primacía de 
los intereses de los accionistas y el capitalismo de 
Estado conducen a resultados subóptimos pues 
se enfocan en las ganancias y prosperidad de una 
empresa o país en particular, secularizando el 
bienestar general.  

Bajo esta idea surge la tendencia de agregar a 
la valuación de una empresa la información sobre 
sostenibilidad; entendida como aquella informa-
ción que permite conocer los riesgos y oportunida-
des relacionados con la sostenibilidad que afectan 
al valor de la empresa, proporcionando una base 
suficiente para que los usuarios de la información 
financiera con propósito general evalúen los recur-
sos y relaciones de los que dependen el modelo 
de negocio de una entidad y la estrategia para sos-
tener y desarrollar ese modelo.  

La base de esta información será la conside-
ración de la gobernanza, estrategia y gestión de 
riesgos de la empresa, así como los parámetros y 
objetivos relacionados. 

 Entre otros, estas normas han sido impulsadas 
por la International Financial Reporting Standars 
Foundation (IFRS Foundation)   al anunciar du-
rante la Conferencia de las Naciones Unidas sobre 
el Cambio Climático –celebrada en Glasgow en 
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Lo anterior es una herramienta útil, sin embar-
go, su alcance es limitado en tanto que las empre-
sas públicas no podrían acceder a dicho distintivo 
y su impacto se reduce a América Latina.

Por otro lado, un ejemplo clave de los efectos 
adversos que se tiene al no contar con una estan-
darización en la información es el siguiente, en ju-
nio de este año el centro de análisis México Eva-
lúa, publicó el estudio de caso “La responsabilidad 
corporativa de CFE  a prueba”, en donde se ven-
tiló que la CFE no publica un reporte de susten-
tabilidad. Además, con base en datos disponibles 
y fuentes secundarias para el período de 2015 a 
2020 reportan, entre otras cosas, que de los siete 
gases que comprenden los gases de efecto inver-
nadero, sólo es posible monitorear las emisiones 
de la CFE en tan sólo tres de ellos: CO2 (dióxido de 
carbono), CH4 (metano) y N2O (óxido nitroso).  

Se destaca también que los informes anuales 
sufren cambios en su metodología de año en año, 
es decir, desde 2019 los informes no incluyen la 
cifra de emisiones totales de CO2, el informe 2020 
sólo reporta emisiones evitadas y el informe 2022 
reporta emisiones por empresa subsidiaria, pero 
con unidades de medida distinta. 

Por su parte la CFE reaccionó con un boletín 
defendiendo el trabajo que en materia de sus-
tentabilidad han generado y entre otras cosas se 
expresó lo siguiente: “Las deficiencias teóricas, me-
todológicas, documentales y de fuentes de infor-
mación identificadas anteriormente no son válidas 
para realizar una comparación objetiva, confiable, 
coherente, precisa y clara del involucramiento de 
la CFE en temas relacionadas con los aspectos 
Ambientales, Sociales y de Gobierno Corporativo”.  

La CFE es un ejemplo de beneficiaria del mer-
cado de deuda, su listado en la Bolsa Mexicana 
de valores desde diciembre de 2010 es prueba de 
ello. Además, en febrero del preste año logró colo-
car su primer bono sustentable por 1,750 millones 
de dólares para financiar proyectos de energía re-
novables.  
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El volumen del bono coloca a la empresa pú-
blica como el emisor más importante de bonos 
sustentables en su tipo de América Latina y el úni-
co en el sector de empresas de energía en Méxi-
co.  Por todo lo anterior, es necesaria la adopción 
inmediata de mejores prácticas en relación a su 
información de sustentabilidad; los riesgos que ad-
ministra deben ser claros para los contribuyentes 
que aportan a su financiamiento, así como para 
quienes participan en los bonos de deuda que 
emite, de lo contrario la confianza se demerita y 
con ello la inversión. 

Sirvan las presentes líneas para subrayar la im-
portancia de estandarizar la evaluación de la in-
formación de sustentabilidad de las empresas; 
pues en la medida que se tenga éxito en ello se 
tendrá en el papel del sector productivo como co-
adyuvante en la medición de cumplimiento de la 
Agenda 2030, la garantía al desarrollo sostenible 
y el incentivo que significa para los inversionistas 
el ser parte de proyectos que tienen como eje la 
responsabilidad con el futuro.  
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Juan Antonio Domínguez Roque

EL DERECHO DE POSEER Y 
PORTAR ARMAS

Resumen: 

En este artículo examinaremos la evolución del 
precepto constitucional que reconoce el derecho 
de poseer y portar armas desde 1857 y hasta la fe-
cha. Posteriormente examinaremos los preceden-
tes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
desde 1917, relativos a la determinación de sentido, 
alcance y puntualizaciones de aquel derecho.

En nuestra exposición mostraremos que tanto 
el legislador como nuestro Alto Tribunal han toma-
do determinaciones, de forma sistemática y soste-
nida, que han tenido como resultado la restricción 
y hasta desnaturalización del derecho de poseer y 
portar armas, siendo especialmente serio el caso 
de este último elemento.

La estipulación constitucional del derecho 
de poseer y portar armas-Fue hasta la imple-
mentación de la Constitución Política de la Repú-
blica Mexicana de 1857 cuando se introduce en 
nuestro sistema jurídico el “derecho de poseer y 
portar armas para… seguridad y legítima defensa”, 
con la excepción de las prohibidas por la ley . 

Promulgada la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos que Reforma la de 5 de 
febrero de 1857 (Constitución de 1917), el derecho 
a poseer y portar armas no fue seriamente altera-
do, pero se añadió una carga a la portación, con-
sistente en su sujeción a la reglamentación admi-
nistrativa .

El siguiente cambio ocurrió con la reforma del 
22 de octubre de 1971, en ella se determinó que 
serían solo las leyes federales las que determina-
rían los casos, condiciones, requisitos y lugares en 
los que sería permisible la portación de armas . 
Finalmente, aunque el artículo fue reformado de 
nueva cuenta el 26 de marzo de 2019, su sentido 
permaneció inalterado.

De la evolución anteriormente descrita es no-
torio que, desde su establecimiento en 1857 hasta 
la última reforma sustancial de 1971, el derecho a 
la posesión y portación de armas ha sido restrin-
gido progresivamente en las ocasiones que ha 
sido reformado. En la constitución de 1857 la po-
sesión y portación estaba únicamente limitada a 
las armas no prohibidas por ley. Por su parte, en 
la constitución de 1917, la portación quedó sujeta 
a las reglamentaciones administrativas. Finalmen-
te, la reforma de 1971 significó la centralización de 
la regulación de la materia mediante el estable-
cimiento facultades exclusivas del Congreso de la 
Unión para disponer, prácticamente en su totali-
dad, sobre la portación de armas. Por otra parte, en 
lo que se refiere a posesión, la porción normativa 
de nuestra constitución ha permanecido inaltera-
da en su sentido desde su introducción en 1857.

Constitución Política de la República Mexicana 1857,  México,  Universidad Nacional Autó-
noma de México -  Coordinación de Humanidades -  Museo de las Constituciones,  2017,  ht-
t p s : / / m u s e o d e l a s c o n s t i t u c i o n e s . u n a m . m x / w p - c o n t e n t / u p l o a d s / 2 0 1 9 / 0 2 / C o n s t i t u c i o % C -
C%81n-Poli%CC%81tica-de-Me%CC%81xico-1857.pdf.
  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 1917,  México,  Universidad Nacional 
Autónoma de México -  Coordinación de Humanidades -  Museo de las Constituciones,  2017, 
h t t p s : / / m u s e o d e l a s co n s t i t u c i o n e s . u n a m . m x / w p - co n te n t / u p l o a d s / 2 0 1 9 / 0 2 /Co n s t i t u c i o % C-
C%81n-Poli%CC%81tica-de-los-Estados-Unidos-Mexicanos-1917.pdf.
  “Decreto por el  que se reforma el  artículo 10 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos”,  Diario Oficial ,  órgano del gobierno constitucional de los Estados Unidos 
Mexicanos,  México No.  43,  Tomo CCCVIII ,  viernes 22 de octubre de 1971,  https://www.diputa-
dos.gob.mx/LeyesBiblio/ref/dof/CPEUM_ref_072_22oct71_ima.pdf.
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Recuento de la jurisprudencia y tesis de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre 
el derecho de poseer y portar armas - Desde la 
entrada en vigor del marco constitucional que hoy 
nos rige solo existen 4 Tesis Jurisprudenciales y 48 
Tesis Aisladas (siendo relevantes para nuestro estu-
dio 10 de ellas) de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación relativas al artículo 10 constitucional. El 
examen de la jurisprudencia revela que esta es de 
alcance limitado porque la Corte solo ha definido 
cuál es el fin constitucional de inhibir la portación, 
consistente guardar de la seguridad y la paz social 
, y cuál es el significado de las palabras poseer y 
portar, siendo, respectivamente: tener en el interior 
del domicilio  y; trasladar o tener consigo fuera del 
domicilio .

 
La cuestión relevante de los criterios del Alto 

Tribunal aparece cuando se examina la evolución 
de las determinaciones que no califican como ju-
risprudencia, ya que su desarrollo muestra con no-
toriedad un enfoque cada vez más restrictivo hacia 
el goce y ejercicio del derecho a poseer y portar 
armas. Presentamos a continuación los criterios 
“jurisprudenciales” que sustentan la afirmación. 

 
En la Quinta Época se determinó inicialmen-

te que la portación sin licencia de armas de fue-

go no prohibidas y la portación de armas prohi-
bidas no podían ser sancionadas penalmente ya 
que la constitución reservaba la regulación de 
estos hechos a los instrumentos administrativos , 
no obstante, la Corte posteriormente decidió que 
la portación de armas prohibidas sí era sanciona-
ble penalmente . Otro criterio de la Época que al 
contrastarlo con determinaciones posteriores evi-
dencia un enfoque cada vez más restrictivo es el 
relativo a la concepción del derecho de posesión 
como una prerrogativa no limitada al domicilio, 
sino extensible al lugar de estancia de la persona 
que lo ejerciera .  

Dentro la Sexta Época el concepto de arma 
prohibida se extendió a los instrumentos de tra-
bajo, bajo las circunstancias de que estos pudieran 
servir para atacar o defenderse, estuviesen fuera 
del lugar de trabajo y bajo control de una persona 
distinta al trabajador . Un criterio distinto del pe-
riodo que es relevante para notar la continua res-
tricción es el consiste en la especificación de que 
la intervención de la Secretaría de la Defensa en la 
expedición de permisos de portación solo respon-
de al fin de controlar que en ellos no se incluyeran 
armas prohibidas o de uso exclusivo del ejército, 
debiendo sujetar la negación de permisos a esta 
razonabilidad .

Llegada la Séptima Época se confirma la con-
centración exclusiva de la regulación del derecho 
de poseer y portar armas en la federación tras la 
reforma de 1971 , terminando así con las facultades 
que las Entidades Federativas tenían en la materia. 
Además, en otro caso, la Corte determinó que la 
portación de armas prohibidas se configura siem-
pre que el arma se lleve consigo sin tener trascen-
dencia el lugar en que ocurra la portación .

Por último, en la Novena Época la Corte deter-
minó que la reglamentación detallada del dere-
cho de portación está enteramente a cargo del 
legislador federal . Adicionalmente, en el mismo 
“sentido decisorio”, el Alto Tribunal decidió restrin-
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gir el significado de domicilio, para efectos del 
derecho de posesión de armas de fuego, a aquel 
lugar en donde las personas tengan su residencia 
, en una expresa deferencia a la ley en la materia 
y su reglamento y en detrimento del núcleo esen-
cial del derecho de poseer armas de fuego .

Del examen previo podemos arribar a dos 
conclusiones. La primera es que, esencialmente, 
debido a la reforma constitucional de 1971, pero 
también debido al propio margen de apreciación 
de la Suprema Corte, los criterios del Alto Tribunal 
han mantenido un curso restrictivo en el desarrollo 
del alcance y significado del derecho de poseer y 
portar armas, sobre todo en esta última vertiente. 
La segunda es que, debido a la claridad y espe-
cificidad del derecho contenido en el artículo 10, 
así como de sus “modalidades” y “cargas”, la labor 
interpretativa y dirimitoria de la Suprema Corte no 
ha sido tan profunda y trascendente.  
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Conclusiones

Desde su introducción en 1857 el derecho de 
poseer y portar armas para la seguridad y legíti-
ma defensa de los ciudadanos ha sido sistemáti-
camente reducido y restringido. Esencialmente y 
en primer lugar por los procesos de reforma cons-
titucional de 1917 y de 1971, siendo este último el 
más grave retroceso para el goce y ejercicio de este 
derecho al haber significado la centralización re-
gulatoria del ejercicio del derecho en la federación 
y por haber dotado al Congreso de la Unión de 
facultades casi ilimitadas para disponer sobre la 
portación de armas. 

En segundo término, este derecho ha sido 
abordado por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación con un enfoque cada vez más restrictivo. 
Ha de reconocerse que en gran medida las de-
cisiones de la Corte responden a los cambios del 
texto constitucional, pero también es cierto que 
nuestro Alto Tribunal ha emitido tesis, en el mar-
gen de apreciación que la constitución le habilita, 
que demuestran con claridad la sostenida reduc-
ción de este derecho mediante precedentes judi-
ciales.

En otro orden de ideas, la reforma constitucio-
nal de 1971  y varias de las tesis estudiadas poste-
riores a esa fecha, así como el respectivo estado de 
la norma constitucional en 1857 y 1917 y sus res-
pectivas interpretaciones judiciales subsecuentes, 
tuvieron motivación en las específicas condiciones 
sociales con incidencia sobre la paz y seguridad 
públicas en sus respectivas épocas. 

Es sabido que durante el siglo antepasado y 
pasado el orden público en nuestro país era, con 
suerte, poco más que un deseo. Con el estable-
cimiento paulatino del orden, luego del periodo 
revolucionario, las condiciones generales de con-
vivencia y seguridad se vieron mejoradas al redu-
cirse las situaciones generadoras y replicadoras de 
violencia, situación que significó un descargo de 
la población en la adopción de medidas para la 

  Tesis 1a./J.  195/2005,  Semanario Judicial  de la Federación y su Gaceta,  Novena Época,  tomo 
XXIII ,  febrero de 2006,  p.  396,  https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/175856.
  Tesis 1a./J.  5/2020 (10a.) ,  Semanario Judicial  de la Federación y su Gaceta,  Décima Época, 
l ibro 77,  tomo III ,  agosto de 2020, p.  2592,  https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2022055.
  Ídem. 
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garantía de su seguridad y una mayor y mejor ha-
bilidad estatal para el mantenimiento del orden y 
protección de la vida y bienes de la población.

Así, aunque reductoras de derechos, la refor-
ma constitucional de 1971 y las tesis y jurispruden-
cias de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
cuentan con fundamentaciones materiales más o 
menos sólidas. No obstante, las condiciones institu-
cionales y sociales de hoy son diferentes. Creemos 
que, en atención a las reformas constitucionales 
de 2011, tanto los tribunales federales, incluyendo 
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como 
el Congreso de la Unión deberán tomar las medi-
das pertinentes para garantizar a la ciudadanía el 
efectivo ejercicio del derecho de poseer y portar 
armas y, en ultima instancia, el de la seguridad y 
legítima defensa.
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CONVOCATORIA
Se convoca a estudiantes, académicos y 

todo interesado del derecho a enviar artículos 
académicos, notas o reseñas para 
participar en AMICUS CURIAE cuarta época, 
publicación de investigación y contenido jurídi-
co, editada por la Secretaría Técnica de Cuerpos 
Colegiados de la Facultad de Derecho de la 
UNAM.

El Comité Editorial someterá a 
dictamen arbitral los artículos que 
cumplan con ser originales e inéditos y no 
estar comprometidos para su publicación 
en cualquier otro medio impreso o digital.
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* Criterios editoriales: 

http://www.derecho.unam.mx/ofer-
ta-educativa/licenciatura/distancia/
anexos/CriteriosAmicus_070514.pdf

* Lineamientos de presentación, retomar 
en lo aplicable los publicados en: 

http://www.juridicas.unam.mx/publica/
critedit/critedit.pdf

* Los textos deberán enviarse a:

amicus@derecho.unam.mx.
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